Crímenes y Salarios

Al señor Castro Castro también lo asesinaron. Entonces esas balas fueron disparadas por Sendero Luminoso. En este caso, el del crimen cometido contra el director del penal que lleva el nombre de su antecesor, muerto en la década de los ochenta, será complicado determinar con seguridad quién lo perpetró. 
La corrupción en las cárceles es tan grande que resulta casi imposible imaginar que no sean otra cosa que cuevas de delincuentes que se especializan y perfeccionan allí adentro en sus malas artes, escuelas de más delito y para nada centros de reinserción y reeducación social. Por eso una venganza de un interno que provocó este crimen parece moverse dentro de los márgenes de lo que es «razonable» en el Perú. Pero esos internos pueden ser muchos.

Basta preguntar en privado a cualquier penalista que visita las cárceles con regularidad, y encontraremos que ninguno dirá que la cosa está mejorando, que no hay corrupción, que la policía no cobra por todo, que no reconozca, en fin, que los privilegios de los internos se pagan y abundan, que los celulares los ingresan los propios abogados y familiares, mientras la policía revende los que confisca a la par que cobra por no hacer cola a los visitantes, o se apropia de parte de la comida que traen otros para sus parientes. Acaso no es sabido que la droga es más barata que en la calle y que muchos presos dedican su día a fumar pasta básica... que huele como sahumerio de procesión, y no pasa nada.

Tal como ocurre con la educación primaria nacional, nuestras prisiones y el sistema carcelario destacan por ser los peores de América. A lo mejor un nuevo penal lleve el nombre de este señor asesinado ahora y nada hace presagiar que todo no seguirá peor. Así ha venido ocurriendo durante décadas. No se trata solamente de hacinamiento y de resolverlo con más infraestructura física, aunque eso ayuda.

El fondo del asunto, que quedará olvidado hasta que la nueva mala noticia lo recupere de los archivos, no es quién asesinó a este señor, o si contaba con las seguridades que su trabajo exigía. El tema es el tipo de sociedad que estamos construyendo día a día. Por eso no convencen soluciones tan sencillas como engrilletar electrónicamente a los presos menos complicados y soltarlos a la calle (bien por ellos que no padecerán así el infierno que es estar en una cárcel en el Perú por haber robado una gallina o tenido la desgracia de atropellar y causarle a muerte a un peatón imprudente, por ejemplo), cuando el problema es estructural.

El problema de las cárceles tiene que ver con la pobreza, la falta de educación, de vivienda digna, de ciudades saludables y sostenibles, y claro, por otro lado, por la concentración excesiva de la riqueza en unos pocos y el desinterés y mezquindad de los gobernantes por enfrentar la exclusión y explotación que se viven en el Perú. Dos datos para apuntalar este punto de vista del problema: el Presidente de la República declara por televisión que es normal que haya más delincuencia y violencia cuando una sociedad crece y hay más dinero, porque todos quieren tenerlo y si no lo tienen por las buenas, pues roban, asaltan... y eso –a él– no le sorprende. Pero tampoco hace nada, porque «es un efecto no deseado normal». 
Esta modalidad de violencia según el mandatario Alan García, es «un efecto no deseado» del auge económico que experimenta el Perú.  «Con este crecimiento (económico), también hay un apetito por adueñarse de las cosas y asaltar a las personas. Eso es absolutamente natural», declaró en diálogo con Panorama.  (Gestión del 12 de enero 2010. Pág. 22)
El otro indicador de la dimensión estructural es la situación del salario mínimo de los trabajadores en el Perú. Sí pues, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), acaba de llamarle la atención al gobierno peruano que si bien aparece con indicadores y cifras que muestran una economía que crece y crece en cientos y miles de millones de dólares al año en casi todos los sectores, es, junto con Panamá, uno de los dos únicos países de la región que desde hace dos años no ajustan el salario de los trabajadores (actualmente en 550 soles mensuales). 

Por ello, tener un vergonzoso hacinamiento en las cárceles y una delincuencia creciente en las calles, se explican también por esas políticas laborales/salariales y la lectura de la realidad que asumen quienes gobiernan, aunque alguna vez hayan ofrecido que lo harían para cambiar la situación de los pobres y no para la promover y proteger la inversión extranjera como primera prioridad.

Los temas de la corrupción del Poder Judicial, las drogas, las serias deficiencias en la Policía y las Fuerzas Armadas son tramas mayores que entrampan nuestro desarrollo y que se expresan trágicamente en crímenes como el que motiva esta reflexión. Tenemos plena conciencia de lo grave que es la corrupción y lo sólido que son los vínculos entre muchos uniformados y los narcos en el país, enfrentamos un reto complicado que atraviesa el territorio, desde el VRAE o una comisaría o puesto policial cualquiera donde la droga fluye incontinente, hasta quien sabe cuántas millas de nuestro mar territorial. Por eso, el asesinato de un director de un penal es un hecho grave, pero insignificante ante la problemática del delito y las instituciones existentes para combatirlo. Hace poco tiempo nos escandalizábamos por los crímenes callejeros de narcos o de grupos de construcción civil. Ahora, si asumiéramos la lógica del presidente de la república, deberíamos aceptarlos como «un efecto no deseado» propio del crecimiento económico de la construcción civil y el narcotráfico.

Mario Zolezzi Chocano
Lima, 22 de enero de 2010
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